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El cuidado en analizar lo que ocurre en lo referente al valor de las empresas es condición esencial para que no se vaya a huir de la realidad.
Cuanto menos materialidad posea el elemento patrimonial de una empresa y tanto más vulnerable es la probabilidad del juicio.
Las evaluaciones, siendo medidas, pueden, sin embargo, estar sujetas a discrepancia y poder llegar hasta la ficción. 
Este caso se enmarca especialmente en que muchas veces se desea atribuir como “Activo Intangible” productor de ventajas futuras.
Nadie pone en duda que una empresa puede esperar beneficios en razón de las condiciones especiales que permiten preveerlos.
Esto significa que una esperanza de beneficios representa algo que caracteriza una empresa, llegando esto a atribuir “mayor valor” si realmente existen “beneficios estupendos” en perspectivas.
Técnicamente tal fenómeno caracteriza el denominado “Fondo de Comercio Inmaterial”.
Esa es la tesis, es decir, el tema observado en su generalidad.
Existen, sin embargo, condicionantes básicos que se observarán.
El primero y esencial, proclamado para la doctrina científica de la contabilidad hace más de medio siglo y apoyado recientemente por las normas contables editadas por entidades particulares, está en que exista la “confiabilidad” en cuánto a la ocurrencia del resultado positivo esperado.
Tal regla es de naturaleza “petrea”, es decir, si no existe, la empresa dejará de  tener el “mayor valor comercial” o “Goodwill” (expresión esta preferida por los sumisos a la forma anglo sajona, existiendo en nuestra lengua el término específico y constante de los textos legales).
Otra condición es de que tal “esperanza” sea reconocida por terceros, o aún, exista quién esté dispuesto a pagar más por el patrimonio liquido de una empresa.
Los hechos referidos, por lo tanto, son peculiares de lo que se denomina “mayor valor agregado” o “formado” dentro de una empresa.
Es decir, una entidad puede, en razón de que dispone “valorarse” dentro de su estructura, y, también, poseer tal “mayor valor” por haber comprado de otra algo que proprocione condiciones especiales de beneficios.
Son dos fenomenos distintos: lo “formado” (propio) y lo “adquirido” (proveniente de fuera) frente al “valor más grande” de un capital.
Lo “formado” no se registra como si fuera un “activo” y lo “comprado” es un componente del “activo”.
Esto porque en el “activo” solamente se consideran el “objetivo de inversiones logrado” y ése posee utilidad definida.
Así la materia se trata tanto en el campo doctrinario asi como en aquél normativo y de esta forma esta consagrada en los léxicos contables más famosos.
Ésta, sin embargo, es la generalidad, pero, existen otros factores que se considerarán, algunos que la doctrina acepta, pero que las normas llamadas internacionales no les atribuyen un tratamiento objetivo consistente con la pregunta.
Me refiero, específicamente, al caso de las concesiones que una empresa recibe del Estado y cuyo procedimiento inserto en la norma del IASB número 38 (NIC 38) descuida en su párrafo 44.
Admitir, como la norma citada, que el simple hecho de la existencia del contrato con la entidad pública es una garantía del beneficio futuro estupendo, por sí mismo, escapa de la  realidad.
Pues la norma relacionada no se ocupa de los detalles específicamente en el tema, la forma en que esta redactada, conduce a errores.
Eso porque es necesario observar el predominio del interés público sobre el particular que las leyes de muchos países amparan, también, exacerbado en algunos donde prevalece el izquierdismo (basta recordar lo ocurrido hace poco en Venezuela, con la TV local mas prestigiosa).
La norma del IASB, por lo tanto, tomada en sentido literal, restringido, en el tema relacionado, escapa a la realidad.
No solo la aludida norma se aleja de la verdad sino que, también se contradice, por lo tanto, mientras insiste en la confiabilidad de los resultados esperados, al mismo tiempo abandona la consideración de estos, dejando de corregir las debilidades habidas en un contrato de concesión de servicios públicos (especialmente en los lugares en donde el estado intenta decisiones autocráticas). 
